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1. INTRODUCCIÓN  

Ante la gran cantidad de acuerdos y normas que se van sucediendo desde la declaración 

del estado de alarma por la crisis sanitaria COVID-19 mediante el Real Decreto 463/2020, 

de 14 de marzo, detallamos seguidamente, algunas de las situaciones que creemos más 

habituales desde el punto de vista del Derecho Laboral, de obligaciones fiscales y de la 

Seguridad Social en estos momentos.  

 

2. MEDIDAS ESPECÍFICAS ESTABLECIDAS EN EL RD 8/2020  

Establece, textualmente el artículo 5. carácter preferente del trabajo a distancia:  

Se establecerán sistemas de organización que permitan mantener la actividad por 

mecanismos alternativos, particularmente por medio del trabajo a distancia, debiendo 

la empresa adoptar las medidas oportunas si ello es técnica y razonablemente posible 

y si el esfuerzo de adaptación necesario resulta proporcionado.  



Estas medidas alternativas, particularmente el trabajo a distancia, deberán ser 

prioritarias frente a la cesación temporal o reducción de la actividad.  

La norma no reconoce un derecho unilateral del trabajador de decidir no acudir al centro 

de trabajo para prestar sus servicios. Esta medida deberá evaluarse de manera conjunta 

con el derecho a la adaptación de jornada establecido en el artículo 6 del RDLey.  

Se entenderá cumplida la obligación de efectuar la evaluación de riesgos, en los 

términos previstos en el artículo 16 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 

de Riesgos Laborales, con carácter excepcional, a través de una autoevaluación realizada 

voluntariamente por la propia persona trabajadora.  

y el artículo 6. derecho de adaptación del horario y reducción de jornada. novación de 

adaptación o reducción de jornada preexistente:  

Los derechos recogidos en este artículo tienen como requisito la concurrencia de 

circunstancias excepcionales relacionadas con las actuaciones necesarias para evitar la 

transmisión comunitaria del COVID-19.  

Se entenderá que concurren dichas circunstancias excepcionales cuando sea necesaria 

la presencia de la persona trabajadora para la atención de alguna de las personas 

indicadas en el apartado anterior que, por razones de edad, enfermedad o 

discapacidad, necesite de cuidado personal y directo como consecuencia directa del 

COVID-19.  

Se considerará que concurren circunstancias excepcionales cuando existan decisiones 

adoptadas por las Autoridades gubernativas relacionadas con el COVID-19 que 

impliquen cierre de centros educativos o de cualquier otra naturaleza que dispensaran 

cuidado o atención a la persona necesitada de los mismos.  

También se considerará que concurren circunstancias excepcionales que requieren la 

presencia de la persona trabajadora, cuando la persona que hasta el momento se 

hubiera encargado del cuidado o asistencia directos de cónyuge o familiar hasta 

segundo grado de la persona trabajadora no pudiera seguir haciéndolo por causas 

justificadas relacionadas con el COVID-19. 



 El derecho previsto en este artículo es un derecho individual de cada uno de los 

progenitores o cuidadores, que debe tener como presupuesto el reparto corresponsable 

de las obligaciones de cuidado y la evitación de la perpetuación de roles, debiendo ser 

justificado, razonable y proporcionado en relación con la situación de la empresa, 

particularmente en caso de que sean varias las personas trabajadoras que acceden al 

mismo en la misma empresa.  

Los conflictos que pudieran generarse por la aplicación del presente artículo serán 

resueltos por la jurisdicción social a través del procedimiento establecido en el artículo 

139 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social.  

El ejercicio de los derechos previstos en el presente artículo se considera ejercicio de 

derechos de conciliación a todos los efectos.  

El derecho a la adaptación de la jornada por deberes de cuidado por circunstancias 

excepcionales relacionadas con el COVID-19 es una prerrogativa cuya concreción inicial 

corresponde a la persona trabajadora, tanto en su alcance como en su contenido, 

siempre y cuando esté justificada, sea razonable y proporcionada, teniendo en cuenta 

las necesidades concretas de cuidado que debe dispensar la persona trabajadora, 

debidamente acreditadas, y las necesidades de organización de la empresa.  

Empresa y persona trabajadora deberán hacer lo posible por llegar a un acuerdo. No se 

establece procedimiento en caso de desacuerdo.  

El derecho a la adaptación de la jornada puede consistir en cambio de turno, alteración 

de horario, horario flexible, jornada partida o continuada, cambio de centro de trabajo, 

cambio de funciones, cambio en la forma de prestación del trabajo, incluyendo la 

prestación de trabajo a distancia, o en cualquier otro cambio de condiciones que 

estuviera disponible en la empresa o que pudiera implantarse de modo razonable y 

proporcionado, teniendo en cuenta el carácter temporal y excepcional de las medidas 

contempladas en la presente norma, que se limita al período excepcional de duración 

del COVID-19. No se establece reducción salarial.  

Reducción de jornada  



Las personas trabajadoras tendrán derecho a una reducción especial de la jornada de 

trabajo en las situaciones previstas en el artículo 37.6, del Estatuto de los Trabajadores, 

cuando concurran las circunstancias excepcionales previstas en el apartado primero de 

este artículo, con la reducción proporcional de su salario.  

Salvo por las peculiaridades que se exponen a continuación, esta reducción especial se 

regirá por lo establecido en los artículos 37.6 y 37.7 del Estatuto de los Trabajadores así 

como por el resto de normas que atribuyen garantías, beneficios, o especificaciones de 

cualquier naturaleza a las personas que acceden a los derechos establecidos en estos 

preceptos.  

La reducción de jornada especial deberá ser comunicada a la empresa con 24 horas de 

antelación, y podrá alcanzar el cien por cien de la jornada si resultara necesario, sin que 

ello implique cambio de naturaleza a efectos de aplicación de los derechos y garantías 

establecidos en el ordenamiento para la situación prevista en el artículo 37.6 del 

Estatuto de los Trabajadores. 

En caso de reducciones de jornada que lleguen al 100 % el derecho de la persona 

trabajadora deberá estar justificado y ser razonable y proporcionado en atención a la 

situación de la empresa. En el supuesto establecido en el artículo 37.6 segundo párrafo 

no será necesario que el familiar que requiere atención y cuidado no desempeñe 

actividad retribuida.  

Novación de la reducción de jornada existente con carácter previo  

En el caso de que la persona trabajadora se encontrara disfrutando ya de una adaptación 

de su jornada por conciliación, o de reducción de jornada por cuidado de hijos o 

familiares, o de alguno de los derechos de conciliación previstos en el ordenamiento 

laboral, incluidos los establecidos en el propio artículo 37, podrá renunciar 

temporalmente a él o tendrá derecho a que se modifiquen los términos de su disfrute 

siempre que concurran las circunstancias excepcionales previstas en el apartado 

primero de este artículo, debiendo la solicitud limitarse al periodo excepcional de 

duración de la crisis sanitaria y acomodarse a las necesidades concretas de cuidado que 

debe dispensar la persona trabajadora, debidamente acreditadas, así como a las 



necesidades de organización de la empresa, presumiéndose que la solicitud está 

justificada, es razonable y proporcionada salvo prueba en contrario.  

 

3. AUTÓNOMOS  

RDL 8/2020, en concreto establece el Artículo 17. Prestación extraordinaria por cese 

de actividad para los afectados por declaración del estado de alarma para la gestión 

de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19.1.  

Con carácter excepcional y vigencia limitada a un mes, a partir de la entrada en vigor 

del Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 

para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, o hasta 

el último día del mes en que finalice dicho estado de alarma, de prolongarse éste 

durante más de un mes, los trabajadores por cuenta propia o autónomos, cuyas 

actividades queden suspendidas, en virtud de lo previsto en el mencionado Real 

Decreto, o, en otro caso, cuando su facturación en el mes anterior al que se solicita la 

prestación se vea reducida, al menos, en un 75 por ciento en relación con el promedio 

de facturación del semestre anterior, tendrán derecho a la prestación extraordinaria 

por cese de actividad que se regula en este artículo, siempre que cumplan los 

siguientes requisitos:  

a) Estar afiliados y en alta, en la fecha de la declaración del estado de alarma, en el 

Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores por Cuenta Propia o 

Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los 

Trabajadores del Mar.  

b) En el supuesto de que su actividad no se vea directamente suspendida en virtud de lo 

previsto en el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, acreditar la reducción de su 

facturación en, al menos, un 75 por ciento, en relación con la efectuada en el semestre 

anterior.  

c) Hallarse al corriente en el pago de las cuotas a la Seguridad Social. No obstante, si en 

la fecha de la suspensión de la actividad o de la reducción de la facturación no se 



cumpliera este requisito, el órgano gestor invitará al pago al trabajador autónomo para 

que en el plazo improrrogable de treinta días naturales ingrese las cuotas debidas.  

La regularización del descubierto producirá plenos efectos para la adquisición del 

derecho a la protección.  

2. La cuantía de la prestación regulada en este artículo se determinará aplicando el 70 

por ciento a la base reguladora, calculada de conformidad con lo previsto en el artículo 

339 de la Ley General de la Seguridad Social, aprobada mediante Real Decreto 

Legislativo 8/2015, de 30 de octubre.  

Cuando no se acredite el período mínimo de cotización para tener derecho a la 

prestación, la cuantía de la prestación será equivalente al 70 por ciento de la base 

mínima de cotización en el Régimen Especial de la Seguridad Social de los Trabajadores 

por Cuenta Propia o Autónomos o, en su caso, en el Régimen Especial de la Seguridad 

Social de los Trabajadores del Mar 

Tendrá una duración de un mes, ampliándose, en su caso, hasta el último día del mes en 

el que finalice el estado de alarma, en el supuesto de que este se prorrogue y tenga una 

duración superior al mes.  

El tiempo de su percepción se entenderá como cotizado y no reducirá los períodos de 

prestación por cese de actividad a los que el beneficiario pueda tener derecho en el 

futuro. Será incompatible con cualquier otra prestación del sistema de Seguridad Social.  

 

4. INCAPACIDAD TEMPORAL  

Trabajadores en cuarentena por infección por COVID-19. Consideración en situación de 

IT por accidente de trabajo y enfermedad profesional. Desde el jueves 12 de marzo el 

aislamiento o contagio por coronavirus se considera accidente de trabajo y no 

enfermedad común, con efectos retroactivos. Se regula en el RDL 6/2020, de 10 de 

marzo, por el que se adoptan determinadas medidas urgentes en el ámbito económico 

y para la protección de la salud pública. 



Artículo quinto. Consideración excepcional como situación asimilada a accidente de 

trabajo de los periodos de aislamiento o contagio de las personas trabajadoras como 

consecuencia del virus COVID-19. «1. Al objeto de proteger la salud pública, se 

considerarán, con carácter excepcional, situación asimilada a accidente de trabajo, 

exclusivamente para la prestación económica de incapacidad temporal del sistema de 

Seguridad Social, aquellos periodos de aislamiento o contagio de las personas 

trabajadoras provocado por el virus COVID-19. En ambos casos la duración de esta 

prestación excepcional vendrá determinada por el parte de baja por aislamiento y la 

correspondiente alta. Podrá causar derecho a esta prestación la persona trabajadora por 

cuenta propia o ajena que se encuentre en la fecha del hecho causante en situación de 

alta en cualquiera de los regímenes de Seguridad Social. La fecha del hecho causante 

será la fecha en la que se acuerde el aislamiento o enfermedad del trabajador, sin 

perjuicio de que el parte de baja se expida con posterioridad a esa fecha. Si ya estaba de 

baja por coronavirus al amparo de la normativa anterior con la contingencia de 

enfermedad común el criterio 4/2020 sobre la aplicación del artículo quinto del real 

decreto-ley 6/2020, de 10 de marzo, por el que se adoptan determinadas medidas 

urgentes en el ámbito económico y para la protección de la salud pública aclara que: 

para aquellos periodos de aislamiento o contagio que se hayan producido con 

anterioridad a la entrada en vigor de este Real Decreto-ley (el Rd Ley 6/2020) la 

aplicación de lo dispuesto en el citado artículo se producirá de forma retroactiva a la 

fecha en la que se haya acordado el aislamiento o diagnosticado el contagio. De manera 

que la prestación económica por incapacidad temporal que se hubiera causado deberá 

considerarse como situación asimilada a accidente de Trabajo 

 

5. PRÓRROGA DEL SUBSIDIO POR DESEMPLEO Y DECLARACIÓN ANUAL DE RENTAS 

RDL 8/2020, en concreto el artículo 27. Medidas extraordinarias relativas a la prórroga 

del subsidio por desempleo y a la declaración anual de rentas. Durante el período de 

vigencia de las medidas extraordinarias en materia de salud pública adoptadas por las 

autoridades para combatir los efectos de la extensión del COVID-19, que conlleven la 

limitación de la movilidad de los ciudadanos o que atañan al funcionamiento de los 

servicios públicos cuya actuación afecte a la gestión de la protección por desempleo, el 



Servicio público de Empleo Estatal y, en su caso, el Instituto Social de la Marina, podrán 

adoptar las siguientes medidas:  

a) Suspender la aplicación de lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 276.2 del 

texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social, autorizando a la entidad 

gestora para que pueda prorrogar de oficio el derecho a percibir el subsidio por 

desempleo en los supuestos sujetos a la prórroga semestral del derecho, a efectos de 

que la falta de solicitud no comporte la interrupción de la percepción del subsidio por 

desempleo ni la reducción de su duración.  

b) Suspender la aplicación de lo dispuesto en el tercer párrafo del artículo 276.3, de 

modo que, en el caso de los beneficiarios del subsidio para mayores de cincuenta y dos 

años no se interrumpirá el pago del subsidio y de la cotización a la Seguridad Social 

aun cuando la presentación de la preceptiva declaración anual de rentas se realice 

fuera del plazo establecido legalmente. 

 

6. EXPEDIENTE DE REGULACIÓN TEMPORAL DE EMPLEO (ERTE) 

Regulación legal  

Artículo 47 del ET Real Decreto 1483/2012, de 29 de octubre, por el que se aprueba el 

Reglamento de los procedimientos de despido colectivo y de suspensión de contratos y 

reducción de jornada. Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, de medidas urgentes 

extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social del COVID-19.  

Concepto de fuerza mayor  

Conforme a lo prevenido en el artículo 22 del Real Decreto-ley 8/2020, de 17 de marzo, 

de medidas urgentes extraordinarias para hacer frente al impacto económico y social 

del COVID-19:  

1. Las suspensiones de contrato y reducciones de jornada que tengan su causa directa 

en pérdidas de actividad como consecuencia del COVID-19, incluida la declaración del 

estado de alarma, que impliquen suspensión o cancelación de actividades, cierre 

temporal de locales de afluencia pública, restricciones en el transporte público y, en 



general, de la movilidad de las personas y/o las mercancías, falta de suministros que 

impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario de la actividad, o bien en 

situaciones urgentes y extraordinarias debidas al contagio de la plantilla o la adopción 

de medidas de aislamiento preventivo decretados por la autoridad sanitaria, que 

queden debidamente acreditados, tendrán la consideración de provenientes de una 

situación de fuerza mayor, con las consecuencias que se derivan del artículo 47 del texto 

refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, aprobado por el Real Decreto 

Legislativo 2/2015, de 23 de octubre.  

Según la Nota interna de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo y 

Economía Social de 16 de marzo de 2020: La fuerza mayor se singulariza porque consiste 

en un acaecimiento externo al círculo de la empresa, independiente de la voluntad de 

esta respecto de las consecuencias que acarrea en orden a la prestación de trabajo, 

existiendo una desconexión entre el evento dañoso y el área de actuación de la propia 

mercantil. La fuerza mayor trae consigo la imposibilidad de que pueda prestarse el 

contenido del contrato de trabajo, ya sea de manera directa o bien de manera indirecta 

al afectar el suceso catastrófico o imprevisible de tal manera a la actividad empresarial 

que impida mantener las prestaciones básicas que constituyen su objeto. En general, 

por lo tanto, deben entenderse integradas en el concepto de fuerza mayor temporal las 

situaciones de pérdida de actividad debidas a las siguientes circunstancias: 

a) Las derivadas de las distintas medidas gubernativas o sanitarias de contención 

adoptadas como consecuencia del Covid-19, incluida la declaración del estado de alarma 

por el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, que impliquen o puedan implicar, entre 

otras, suspensión o cancelación de actividades, cierre temporal de locales de afluencia 

pública, restricciones en el transporte público y, en general, de la movilidad de las 

personas y o las mercancías. A estos efectos todas las actividades incluidas en el anexo 

del real decreto antes citado se consideran afectadas por fuerza mayor temporal.  

b) Las debidas a situaciones urgentes y extraordinarias provocadas por el contagio de la 

plantilla o la adopción de medidas de aislamiento preventivo, que queden debidamente 

acreditadas.  



c) Falta de suministros que impidan gravemente continuar con el desarrollo ordinario 

de la actividad o impongan la suspensión de ciertas actividades laborales, siempre que 

traiga su causa en las medidas excepcionales decretadas por la autoridad gubernativa o 

recomendadas por las autoridades sanitarias, en ambos casos en relación al Covid-19.  

Tramitación por fuerza mayor  

Especialidades recogidas en el artículo 22.2 del RDLey 8/2020: Se aplicarán las siguientes 

especialidades, respecto del procedimiento recogido en la normativa reguladora de 

estos expedientes:  

a) El procedimiento se iniciará mediante solicitud de la empresa, que se acompañará de 

un informe relativo a la vinculación de la pérdida de actividad como consecuencia del 

COVID-19, así como, en su caso, de la correspondiente documentación acreditativa. La 

empresa deberá comunicar su solicitud a las personas trabajadoras y trasladar el 

informe anterior y la documentación acreditativa, en caso de existir, a la representación 

de estas.  

b) La existencia de fuerza mayor, como causa motivadora de suspensión de los contratos 

o de la reducción de jornada prevista en este artículo, deberá ser constatada por la 

autoridad laboral, cualquiera que sea el número de personas trabajadoras afectadas.  

c) La resolución de la autoridad laboral se dictará en el plazo de cinco días desde la 

solicitud, previo informe, en su caso, de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social y 

deberá limitarse a constatar la existencia, cuando proceda, de la fuerza mayor alegada 

por la empresa correspondiendo a ésta la decisión sobre la aplicación de medidas de 

suspensión de los contratos o reducción de jornada, que surtirán efectos desde la fecha 

del hecho causante de la fuerza mayor.  

d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será 

potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de cinco 

días. Para la tramitación de los expedientes de suspensión de contratos y reducción de 

jornada que afecten a los socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado y 

sociedades laborales incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social o en algunos 

de los regímenes especiales que protejan la contingencia de desempleo, será de 

aplicación el procedimiento especifico previsto en el Real Decreto 42/1996, de 19 de 



enero, por el que se amplía la protección por desempleo a los socios trabajadores de 

cooperativas de trabajo asociado en situación de cese temporal o reducción temporal 

de jornada, salvo en lo relativo al plazo para la emisión de resolución por parte de la 

Autoridad Laboral y al informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que se 

regirán por lo previsto en los apartados c) y d) del apartado anterior.  

Tramitación por causas económicas, técnicas, organizativas o de producción 

Se aplicarán las siguientes especialidades, respecto del procedimiento recogido en la 

normativa reguladora de estos expedientes:  

a) En el supuesto de que no exista representación legal de las personas trabajadoras, la 

comisión representativa de estas para la negociación del periodo de consultas estará 

integrada por los sindicatos más representativos y representativos del sector al que 

pertenezca la empresa y con legitimación para formar parte de la comisión negociadora 

del convenio colectivo de aplicación. La comisión estará conformada por una persona 

por cada uno de los sindicatos que cumplan dichos requisitos, tomándose las decisiones 

por las mayorías representativas correspondientes. En caso de no conformarse esta 

representación, la comisión estará integrada por tres trabajadores de la propia empresa, 

elegidos conforme a lo recogido en el artículo 41.4 del Estatuto de los Trabajadores.  

b) En cualquiera de los supuestos anteriores, la comisión representativa deberá estar 

constituida en el improrrogable plazo de 5 días.  

c) El periodo de consultas entre la empresa y la representación de las personas 

trabajadoras o la comisión representativa prevista en el punto anterior no deberá 

exceder del plazo máximo de siete días.  

d) El informe de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, cuya solicitud será 

potestativa para la autoridad laboral, se evacuará en el plazo improrrogable de siete 

días.  

Para la tramitación de los expedientes de suspensión de contratos y reducción de 

jornada que afecten a los socios trabajadores de cooperativas de trabajo asociado y 

sociedades laborales incluidos en el Régimen General de la Seguridad Social o en algunos 

de los regímenes especiales que protejan la contingencia de desempleo, será de 



aplicación el procedimiento especifico previsto en el Real Decreto 42/1996, de 19 de 

enero, salvo en lo relativo al desarrollo del período de consultas y al informe de la 

Inspección de Trabajo y Seguridad Social, que se regirán por lo previsto en los apartados 

b) y c) del apartado anterior.  

Presentación de la solicitud  

La tramitación de los ERTE, o expedientes de regulación de empleo de suspensión 

temporal y/o reducción de jornada laboral, ha de tramitarse telemáticamente durante 

este período de alarma. La referencia es el siguiente enlace: 

 https://treball.gencat.cat/ca/tramits/tramits-temes/Procediment-dacomiadament-collectiu-

desuspensio-de-contractes-i-de-reduccio-de-jornada-arts.-47-i-51-ET?category= 

Cotización en caso de ERTE por fuerza mayor  

El artículo 24 del Real Decreto Ley 8/2020 establece la exoneración a la empresa del 

abono íntegro de la aportación empresarial, así como del relativo a las cuotas por 

conceptos de recaudación conjunta, mientras dure el período de suspensión de 

contratos o reducción de jornada autorizado en base a dicha causa cuando la empresa, 

a 29 de febrero de 2020, tuviera menos de 50 trabajadores en situación de alta en la 

Seguridad Social. Si la empresa tuviera 50 trabajadores o más, en situación de alta en la 

Seguridad Social, la exoneración de la obligación de cotizar alcanzará al 75 % de la 

aportación empresarial, En ambos casos, se mantiene la consideración de dicho período 

como efectivamente cotizado a todos los efectos para el trabajador. Esta exoneración 

de cuotas se aplicará por la Tesorería General de la Seguridad Social a instancia del 

empresario, previa comunicación de la identificación de los trabajadores y período de la 

suspensión o reducción de jornada. A efectos del control de la exoneración de cuotas 

será suficiente la verificación de que el Servicio Público de Empleo Estatal proceda al 

reconocimiento de la correspondiente prestación por desempleo por el período de que 

se trate. La Tesorería General de la Seguridad Social establecerá los sistemas de 

comunicación necesarios para el control de la información trasladada por la solicitud 

empresarial, en particular a través de la información de la que dispone el Servicio Público 

de Empleo Estatal, en relación a los periodos de disfrute de las prestaciones por 

desempleo.  



Desempleo en caso de ERTE por fuerza mayor o por causas económicas, técnicas, 

organizativas o de producción.  

Conforme a lo prevenido en el artículo 25, el Servicio Público de Empleo Estatal y, en su 

caso, el Instituto Social de la Marina, adoptarán las siguientes medidas:  

a) El reconocimiento del derecho a la prestación contributiva por desempleo, a las 

personas trabajadoras afectadas, aunque carezcan del período de ocupación cotizada 

mínimo necesario para ello.  

b) No computar el tiempo en que se perciba la prestación por desempleo de nivel 

contributivo que traiga su causa inmediata de las citadas circunstancias extraordinarias, 

a los efectos de consumir los períodos máximos de percepción establecidos.  

Podrán acogerse a estas medidas aquellas que tengan la condición de socias 

trabajadoras de sociedades laborales y de cooperativas de trabajo asociado que tengan 

previsto cotizar por la contingencia de desempleo.  

c) Las medidas previstas serán aplicables a las personas trabajadoras afectadas tanto si 

en el momento de la adopción de la decisión empresarial tuvieran suspendido un 

derecho anterior a prestación o subsidio por desempleo como si careciesen del 

período mínimo de ocupación cotizada para causar derecho a prestación contributiva, 

o no hubiesen percibido prestación por desempleo precedente.  

En todo caso, se reconocerá un nuevo derecho a la prestación contributiva por 

desempleo, con las siguientes especialidades respecto a la cuantía y duración:  

a) La base reguladora de la prestación será la resultante de computar el promedio de las 

bases de los últimos 180 días cotizados o, en su defecto, del período de tiempo inferior, 

inmediatamente anterior a la situación legal de desempleo, trabajados al amparo de la 

relación laboral afectada por las circunstancias extraordinarias que han originado 

directamente la suspensión del contrato o la reducción de la jornada de trabajo.  

b) La duración de la prestación se extenderá hasta la finalización del período de 

suspensión del contrato de trabajo o de reducción temporal de la jornada de trabajo de 

las que trae causa.  



Las prestaciones por desempleo percibidas por los trabajadores fijos discontinuos y por 

aquellos que realizan trabajos fijos y periódicos que se repiten en fechas ciertas, que 

hayan visto suspendidos sus contratos de trabajo como consecuencia del impacto del 

COVID-19 durante periodos que, en caso de no haber concurrido dicha circunstancia 

extraordinaria, hubieran sido de actividad, podrán volver a percibirse, con un límite 

máximo de 90 días, cuando vuelvan a encontrarse en situación legal de desempleo. 

Para determinar el periodo que, de no haber concurrido esta circunstancia, hubiera sido 

de actividad laboral, se estará al efectivamente trabajado por el trabajador durante el 

año natural anterior en base al mismo contrato de trabajo. En caso de ser el primer año, 

se estará a los periodos de actividad de otros trabajadores comparables en la empresa. 

Esta medida se aplicará al mismo derecho consumido, y se reconocerá de oficio por la 

Entidad Gestora cuando el interesado solicite su reanudación. 

Presentación de solicitudes fuera de plazo 

Durante el período de vigencia de las medidas extraordinarias en materia de salud 

pública adoptadas por las autoridades para combatir los efectos de la extensión del 

COVID-19, que conlleven la limitación de la movilidad de los ciudadanos o que atañan al 

funcionamiento de los servicios públicos cuya actuación afecte a la gestión de la 

protección por desempleo, la presentación de las solicitudes de alta inicial o 

reanudación de la prestación y el subsidio por desempleo realizada fuera de los plazos 

establecidos legalmente no implicará que se reduzca la duración del derecho a la 

prestación correspondiente. 

 

7. PLAZOS PROCESALES Y PRESENTACIÓN DE ESCRITOS  

Mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, en 

concreto su Disposición adicional segunda, establece la Suspensión de plazos 

procesales. 1. Se suspenden términos y se suspenden e interrumpen los plazos 

previstos en las leyes procesales para todos los órdenes jurisdiccionales. El cómputo 

de los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real 

decreto o, en su caso, las prórrogas del mismo. 2.- En el orden jurisdiccional penal. 3. 



En relación con el resto de órdenes jurisdiccionales la interrupción a la que se refiere el 

apartado primero no será de aplicación a los siguientes supuestos: a) El procedimiento 

para la protección de los derechos fundamentales de la persona previsto en los artículos 

114 y siguientes de la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción 

Contencioso-administrativa, ni a la tramitación de las autorizaciones o ratificaciones 

judiciales previstas en el artículo 8.6 de la citada ley. b) Los procedimientos de conflicto 

colectivo y para la tutela de los derechos fundamentales y libertades públicas regulados 

en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, reguladora de la jurisdicción social. c) La 

autorización judicial para el internamiento no voluntario por razón de trastorno psíquico 

prevista en el artículo 763 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil. d) La 

adopción de medidas o disposiciones de protección del menor previstas en el artículo 

158 del Código Civil. 4. No obstante lo dispuesto en los apartados anteriores, el juez o 

tribunal podrá acordar la práctica de cualesquiera actuaciones judiciales que sean 

necesarias para evitar perjuicios irreparables en los derechos e intereses legítimos de 

las partes en el proceso.  

 

8. PLAZOS ADMINISTRATIVOS  

Mediante el Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de 

alarma para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, se 

establece, en concreto, en su Disposición adicional tercera, la Suspensión de plazos 

administrativos. 1. Se suspenden términos y se interrumpen los plazos para la 

tramitación de los procedimientos de las entidades del sector público. El cómputo de 

los plazos se reanudará en el momento en que pierda vigencia el presente real decreto 

o, en su caso, las prórrogas del mismo. 2. La suspensión de términos y la interrupción 

de plazos se aplicará a todo el sector público definido en la Ley 39/2015, de 1 de octubre, 

del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas. 3. No 

obstante lo anterior, el órgano competente podrá acordar, mediante resolución 

motivada, las medidas de ordenación e instrucción estrictamente necesarias para evitar 

perjuicios graves en los derechos e intereses del interesado en el procedimiento y 

siempre que éste manifieste su conformidad, o cuando el interesado manifieste su 

conformidad con que no se suspenda el plazo. 4. La presente disposición no afectará a 



los procedimientos y resoluciones a los que hace referencia el apartado primero, cuando 

estos vengan referidos a situaciones estrechamente vinculadas a los hechos 

justificativos del estado de alarma.  

Asimismo, el Real Decreto 465/2020, de 17 de marzo, por el que se modifica el Real 

Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma para la 

gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19, añade un apartado 

5 a la disposición adicional tercera con la siguiente redacción: (..) 5. La suspensión de los 

términos y la interrupción de los plazos a que se hace referencia en el apartado 1 no 

será de aplicación a los procedimientos administrativos en los ámbitos de la afiliación, 

la liquidación y la cotización de la Seguridad Social.» 

 

9. OBLIGACIONES FISCALES 

Autoliquidaciones, declaraciones y declaraciones informativas: No se modifican los 

plazos para presentar y, en su caso, pagar las próximas autoliquidaciones –como las del 

IVA de febrero para acogidos al SII, del 30 de marzo, o las del primer trimestre, cuyo 

plazo finaliza el 20 de abril-, ni para presentar declaraciones informativas –como la del 

modelo 720, que finaliza el 31 de marzo-Por tanto, se mantienen los plazos ordinarios 

para las declaraciones, autoliquidaciones y declaraciones informativas.  

Plazos de pago de la deuda tributaria resultante de Liquidaciones y Providencias de 

Apremio:  

Se amplía hasta el día 30 de abril de 2020 los plazos de pago de deuda tributaria 

resultante de Liquidaciones y Providencias de Apremio comunicadas con anterioridad 

al 18 de marzo de 2020 y que no hayan concluido antes de dicha fecha. Ejemplo: en el 

caso de una deuda liquidada y notificada el 14 de febrero, que vence el 20 de marzo, se 

podrá pagar hasta el 30 de abril. Cabe recordar que comienza a computarse desde la 

fecha de notificación, que finalizan dependiendo de que aquella se haya realizado en la 

primera o segunda quincena del mes.  

En aquellos que se comuniquen a partir del 18 de marzo de 2020 el plazo se extenderá 

hasta el 20 de mayo de 2020, salvo que el plazo inicial sea mayor. Ejemplo: Si la 



notificación de aquella deuda liquidada se recibiera mañana, 19 de marzo, el término 

del plazo sería el 20 de mayo, en lugar del día 5 de ese mes como ocurriría sin la medida 

extraordinaria. Vencimiento de plazos de los acuerdos de aplazamientos y 

fraccionamientos concedidos  

Se amplían hasta el próximo 30 de abril cuando no hayan vencido el 18 de marzo. 

Ejemplo: un plazo de pago de un aplazamiento concedido en 2019, que vence el día 20 

de marzo, se puede pagar hasta el 30 de abril.  

Cuando estos plazos se comuniquen a partir del 18 de marzo, se extienden hasta el 20 

de mayo de 2020, salvo que el otorgado por la norma general sea mayor, en cuyo caso 

éste resultará de aplicación. Ejemplo: si el aplazamiento se concede el 20 de marzo y el 

primer plazo vence el 15 de abril, se podrá pagar hasta el 20 de mayo. Si el plazo venciera 

el 3 de junio, esa será la fecha máxima para pagarlo.  

Solicitud aplazamiento y fraccionamientos nuevas deudas tributarias  

Posibilidad de solicitar aplazamientos y fraccionamientos de las deudas tributarias en 

las siguientes condiciones:  

El plazo extraordinario de aplazamiento será de seis meses. 

No se devengarán intereses de demora durante los primeros tres meses del 

aplazamiento.  

 Aplazamiento correspondiente a todas aquellas declaraciones-liquidaciones y 

autoliquidaciones cuyo plazo de presentación e ingreso finalice desde 13- 03-2020 y 

hasta 30-05-2020, ambos inclusive.  

Será requisito necesario para la concesión del aplazamiento que el deudor sea persona 

o entidad con volumen de operaciones no superiores a 6.010.121,04€ por el año 2019.  

Se permite también –hasta ahora se inadmitía- el aplazamiento de retenciones, ingresos 

a cuenta, pagos fraccionados e IVA.  

 

10. PRESCRIPCIÓN Y CADUCIDAD 



El Real Decreto 463/2020, de 14 de marzo, por el que se declara el estado de alarma 

para la gestión de la situación de crisis sanitaria ocasionada por el COVID-19. Disposición 

adicional cuarta. Suspensión de plazos de prescripción y caducidad. Los plazos de 

prescripción y caducidad de cualesquiera acciones y derechos quedarán suspendidos 

durante el plazo de vigencia del estado de alarma y, en su caso, de las prórrogas que 

se adoptaren.  

 

Barcelona, 20 de marzo de 2020. 

 


